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Comité de los Derechos del Niño 

  Decisión adoptada por el Comité en virtud del Protocolo 
Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño 
relativo a un procedimiento de comunicaciones, respecto  
de la comunicación núm. 177/2022*, **, *** 

Comunicación presentada por: Gi. C. y otros (representados por la abogada 

 Giorgia Camerata)  

Presuntas víctimas: Los autores  

Estado Parte: Italia 

Fecha de la comunicación: 12 de febrero de 2022 (presentación inicial) 

Fecha de adopción  

de la decisión: 26 de mayo de 2025 

Asunto:  Requisitos de vacunación contra la enfermedad por 

coronavirus (COVID-19) para los niños y 

adolescentes mayores de 12 años, limitando sus 

posibilidades de acceder a la escuela y a otras 

actividades educativas, culturales, deportivas, 

recreativas y profesionales. 

Cuestión de procedimiento:  Ius standi, condición de víctima  

Cuestiones de fondo: Interés superior del niño; no discriminación 

Artículos de la Convención: 27, párr. 1; 28; 29, párr. 1; y 31 

Artículo del Protocolo  

Facultativo: 5, párr. 1 

1.1 Los autores de la comunicación son Gi. C., nacido el 11 de mayo de 2005; A. M., 

nacido el 13 de agosto de 2006; D. P., nacido el 5 de febrero de 2008; A. P., nacida el 24 de 

septiembre de 2008; M. R., nacido el 19 de febrero de 2009; Ga. C., nacida el 28 de marzo 

de 2009; G. M., nacida el 10 de septiembre de 2009; C. C., nacida el 26 de octubre de 2009; 

A. LT., nacido el 29 de enero de 2010; y B. C., nacido el 27 de marzo de 2010. Los autores 

sostienen que el Estado Parte ha vulnerado los derechos que los asisten en virtud de los 

artículos 27, párr. 1, 28, 29, párr. 1, y 31 de la Convención. Los autores están representados 

  

 * Adoptada por el Comité en su 99º período de sesiones (12 a 30 de mayo de 2025). 

 ** Participaron en el examen de la comunicación los siguientes miembros del Comité: Suzanne Aho, 

Thuwayba Al Barwani, Hynd Ayoubi Idrissi, Mary Beloff, Rinchen Chophel, Rosaria Correa, 

Timothy Ekesa, Bragi Gudbrandsson, Mariana Ianachevici, Philip Jaffé, Sophie Kiladze, Cephas 

Lumina, Faith Marshall-Harris, Benyam Dawit Mezmur, Juliana Scerri Ferrante, Aissatou Alassane 

Sidikou, Juliana Scerri Ferrante, Zeinebou Taleb Moussa y Benoit Van Keirsbilck. 

 *** Se adjunta a la presente decisión un voto particular (disidente) de Benoit Van Keirsbilck, miembro del 

Comité. 
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por la abogada Giorgia Camerata. El Protocolo Facultativo entró en vigor para el Estado Parte 

el 4 de mayo de 2016. 

1.2 El 3 de marzo de 2022, de conformidad con el artículo 6 del Protocolo Facultativo, el 

Grupo de Trabajo sobre las Comunicaciones, actuando en nombre del Comité, denegó la 

solicitud de los autores de que cursara una solicitud de medidas provisionales al Estado Parte.  

  Hechos expuestos por los autores 

2.1 Entre abril de 2021 y febrero de 2022, para luchar contra la pandemia de COVID-19, 

el Estado Parte aprobó una serie de leyes de emergencia que exigían que los niños y 

adolescentes mayores de 12 años estuvieran en posesión del denominado “superpase verde”1 

para poder acceder a las instalaciones escolares o participar en actividades educativas, 

culturales, deportivas, recreativas y vocacionales. A raíz de que se aprobara esta legislación, 

los niños y adolescentes mayores de 12 años que no pudieran demostrar que tenían la pauta 

completa de vacunación contra la COVID-19 no podían realizar las siguientes actividades, 

entre otras: practicar actividades deportivas individuales o en equipo, ni siquiera al aire libre; 

utilizar el transporte público; participar en actividades culturales o entrar en bibliotecas; o 

participar en excursiones escolares que incluyeran pernoctaciones, comidas o visitas a 

museos u otros centros culturales.  

2.2 Los autores afirman que en determinados casos se podía obligar a participar en la 

enseñanza a distancia y someterse a cuarentenas a los niños y adolescentes mayores de 12 

años que no contasen con la pauta completa de vacunación contra la COVID-19 o no pudieran 

demostrar que se habían recuperado recientemente de esta enfermedad. En cambio, los niños 

y adolescentes totalmente vacunados no eran objeto de ninguna restricción en cuanto a la 

asistencia presencial a la escuela. 

2.3 Los autores afirman, además, que en numerosos informes se ha analizado el “carácter 

discriminatorio y nocivo” de la legislación del Estado Parte. En un informe al parlamento 

elaborado en 2020 por la Autoridad Nacional para la Infancia y la Adolescencia se destacan 

las consecuencias negativas que la pandemia tuvo en la salud mental de los jóvenes, 

aludiendo a restricciones de derechos fundamentales relacionados con la educación, la 

socialización, el ocio y el deporte. Desde la primera ola de la pandemia de COVID-19, la 

Autoridad para la Infancia y la Adolescencia ha venido advirtiendo al Gobierno sobre el daño 

causado por estas restricciones y ha instado a que se apliquen medidas de protección para 

niños y adolescentes. 

  Agotamiento de los recursos internos 

2.4 Según los autores, no disponían de recursos internos efectivos. Sostienen que el 

ordenamiento jurídico del Estado Parte no permite a los particulares impugnar directamente 

una ley, sino que solo les permite recurrir las resoluciones adoptadas en aplicación de esta 

que los afecten personalmente. Hasta la fecha, los autores no han sido objeto individualmente 

de ninguna resolución en aplicación de la legislación del Estado Parte en materia de lucha 

contra la COVID-19. Además, afirman que la imposibilidad de inscribirse en actividades 

culturales, deportivas o recreativas no constituye una resolución que pueda impugnarse ante 

un tribunal nacional, por lo que no cabe recurso judicial alguno. 

2.5 Los autores afirman formalmente que, aunque en teoría existiera una vía de recurso, 

en la práctica no habría sido ni accesible ni eficaz. Con arreglo al marco jurídico del Estado 

Parte, los particulares no pueden impugnar directamente leyes y reglamentos, ya que solo el 

Tribunal Constitucional tiene autoridad para determinar si una ley es inconstitucional. Los 

autores subrayan que el único mecanismo para impugnar la legalidad de una ley es mediante 

un procedimiento judicial, en el que un juez pueda remitir el asunto al Tribunal 

Constitucional. Sin embargo, en el presente caso, la ausencia de un acto administrativo 

  

 1 Se trata del certificado de vacunación contra la COVID-19, con una validez de seis meses a partir de 

la recuperación tras pasar la enfermedad o del momento en que se inyectó la última dosis de la 

vacuna. 
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ejecutable privó a los autores de toda base jurídica para iniciar tal procedimiento, lo que en 

la práctica los privó de acceso a la justicia. 

2.6 Además, los autores afirman que no habría sido factible presentar demandas contra 

entidades deportivas o culturales que se negasen a inscribir a niños y adolescentes mayores 

de 12 años no vacunados. Según afirman los autores, tales acciones legales habrían entrañado 

un proceso excesivamente largo, desproporcionado en relación con la urgencia y el carácter 

temporal de la legislación de lucha contra la COVID-19. Además, los autores afirman que 

esto resultaría económicamente oneroso, procesalmente complejo y, en última instancia, 

inútil, ya que ningún recurso legal interno podría haber reparado oportunamente los efectos 

discriminatorios de esa legislación.  

  Denuncia 

3.1 Los autores afirman que la legislación del Estado Parte en materia de lucha contra la 

pandemia de COVID-19 vulnera los derechos que los asisten en virtud de los artículos 27, 

párrafo 1, 28, 29, párrafo 1, y 31 de la Convención.  

3.2 Los autores sostienen que la legislación del Estado Parte discrimina por motivos de 

edad entre niños y adolescentes. A partir de los 12 años, los niños no vacunados, que hasta 

esa edad podían acceder libremente a todo tipo de actividades, quedan excluidos de las 

actividades sociales, culturales, deportivas y recreativas, además de que reciben un trato 

desigual en lo relativo a la enseñanza presencial. Afirman asimismo que los niños y 

adolescentes mayores de 12 años son tratados como adultos. 

3.3 Los autores sostienen que la legislación del Estado Parte menoscaba el derecho de 

todo niño al desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social, su derecho a una educación 

orientada al desarrollo de su personalidad y su derecho al ocio.  

  Observaciones del Estado Parte sobre la admisibilidad  

4.1 El 22 de mayo de 2022 y el 5 de septiembre de 2022, el Estado Parte presentó sus 

observaciones sobre la admisibilidad y el fondo de la denuncia2. Sostiene que la 

comunicación debe declararse inadmisible porque los autores carecen de la condición de 

víctimas para presentarla y por falta de fundamentación suficiente.  

4.2 En relación con el hecho de que los autores carecen de la condición de víctimas, el 

Estado Parte sostiene que estos no han demostrado el vínculo entre la vulneración de derechos 

y libertades y la intención directa de restringir esos derechos tras la aprobación de los decretos 

de emergencia, sin prestar atención a la necesidad, la proporcionalidad y la temporalidad. El 

Estado Parte afirma que, el 31 de enero de 2020, el Consejo de Ministros declaró el estado 

de emergencia nacional en respuesta a los riesgos sanitarios planteados por un brote de 

enfermedad vírica transmisible. Posteriormente, este se prorrogó en virtud de disposiciones 

constitucionales. El Estado Parte subraya que el equilibrio entre derechos y deberes es un 

principio fundamental en la interpretación jurídica de la Ley Fundamental, incluso durante 

crisis como una emergencia de salud pública, en particular cuando está causada por una 

pandemia mundial. Sostiene, además, que este equilibrio debe buscarse teniendo 

debidamente en cuenta el derecho a la salud —un interés colectivo—, lo que puede requerir 

ciertas restricciones de otros derechos fundamentales. Según el Estado Parte, es permisible 

limitar derechos y libertades si ello está previsto por la ley, se hace para alcanzar fines 

legítimos y es necesario en una sociedad democrática para alcanzar estos fines o se basa en 

un equilibrio razonable y en la proporcionalidad entre la medida impuesta y el fin 

perseguido3. 

4.3 El Estado Parte sostiene que todas las medidas legislativas, ordinarias y 

extraordinarias, se adoptaron y aplicaron cumpliendo plenamente las normas internacionales. 

  

 2 A efectos de la presente decisión, únicamente quedarán reflejadas las observaciones del Estado Parte 

sobre la admisibilidad. Véase Sacchi y otros c. Turquía (CRC/C/88/D/108/2019), párr. 4.1. 

 3 El Estado Parte hace referencia a Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Solomakhin v. Ukraine, 

demanda núm. 24429/03, sentencia de 15 de marzo de 2012; Hristozov and others. v. Bulgaria, 

demandas núms. 47039/11 y 358/12, sentencia de 13 de noviembre de 2012; Vavřička and others v. 

Czech Republic, Gran Sala, demandas núms. 47621/13 y otras cinco, 8 de abril de 2021. 

https://docs.un.org/es/CRC/C/88/D/108/2019
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Asegura que, durante toda la pandemia, las autoridades sanitarias competentes tomaron todas 

las medidas necesarias y adecuadas para salvaguardar la salud y el bienestar de los niños y 

adolescentes. Además, se introdujeron medidas específicas de apoyo económico, social y 

cultural para ayudar a las familias y comunidades a medida que disminuían los riesgos 

sanitarios. El Estado Parte sostiene que no se privó a ningún estudiante del derecho a la 

educación, ya que se aseguró el aprendizaje mediante la puesta en marcha de enseñanza a 

distancia y enseñanza digital integrada. Además, afirma que la exigencia de estar en posesión 

de un “pase verde” o un “pase verde reforzado” no impedía a los alumnos o estudiantes 

acceder a ningún nivel de enseñanza. 

4.4 El Estado Parte sostiene, además, que la comunicación es inadmisible porque los 

autores no han demostrado una violación actual y directa de su derecho a la educación, así 

como al estudio, a la movilidad y a la libertad de asociación y de reunión. Según el Estado 

Parte, los autores no han probado el perjuicio sufrido ni han demostrado que experimentaran 

restricción alguna en el acceso a la escuela o a las actividades recreativas. Asimismo, el 

Estado Parte afirma que, de haber sido así, habrían podido impugnar las medidas legales ante 

las autoridades judiciales competentes.  

  Comentarios de los autores sobre las observaciones del Estado Parte acerca  

de la admisibilidad 

5.1 En sus observaciones de fecha 17 de enero de 2023, los autores reiteran que los niños 

y adolescentes mayores de 12 años que no estuviesen en posesión del denominado “pase 

verde reforzado” no podían realizar las siguientes actividades: practicar deportes o 

actividades en equipo, ni siquiera al aire libre; utilizar el transporte público; participar en 

actividades culturales; acceder a centros culturales, sociales o recreativos, ni siquiera al aire 

libre; participar en actividades en grupo, ni siquiera al aire libre; participar en excursiones 

escolares que incluyeran pernoctaciones, comidas o visitas a museos u otros centros 

culturales; o participar presencialmente en actividades escolares. Los autores sostienen que 

estas consideraciones bastaban para demostrar los graves perjuicios sufridos no solo por 

ellos, sino por todos los niños y adolescentes mayores de 12 años del Estado Parte que no 

pudiesen demostrar que contaban con la pauta completa de vacunación o que habían superado 

la enfermedad hacía no más de 120 días.  

5.2 Los autores alegan que el Estado Parte no ha probado que la diferencia de trato 

estuviera objetiva y razonablemente justificada. Afirman asimismo que las medidas 

restrictivas impuestas para contener la propagación de la COVID-19 crearon condiciones de 

desarrollo anómalas e imprevistas para los adolescentes, lo que influyó considerablemente 

en su crecimiento y bienestar. 

  Deliberaciones del Comité 

  Examen de la admisibilidad 

6.1 Antes de examinar toda reclamación formulada en una comunicación, el Comité debe 

decidir, de conformidad con el artículo 20 de su reglamento en relación con el Protocolo 

Facultativo, si dicha comunicación es admisible en virtud del Protocolo Facultativo. 

6.2 El Comité toma nota del argumento del Estado Parte de que los autores no han 

probado una violación actual y directa de los derechos que les reconoce la Convención ni un 

perjuicio sufrido por ellos, ni tampoco han demostrado que experimentaran restricción alguna 

en el acceso a la escuela o a actividades recreativas. Asimismo, el Estado Parte afirma que, 

de haber sido así, los autores habrían podido impugnar las medidas legales ante las 

autoridades judiciales competentes en la jurisdicción interna. 

6.3 Al mismo tiempo, el Comité toma nota de las alegaciones de los autores de que la 

mera existencia de esas leyes, aplicables a todos los niños mayores de 12 años, bastaba para 

justificar que se vulneraron los derechos que les confieren los artículos 27, párrafo 1, 28, 29, 

párrafo 1, y 31 de la Convención.  

6.4 El Comité considera que no puede valorar impugnaciones abstractas de leyes 

nacionales ni acciones populares, sino que las personas o grupos de personas que presenten 

una comunicación en virtud del Protocolo Facultativo y aleguen ser víctimas de violaciones 
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de la Convención o de sus dos Protocolos Facultativos sustantivos deben demostrar que 

efectivamente se han menoscabado sus derechos, por acción u omisión del Estado Parte, o 

que tal menoscabo es inminente4. En el presente caso, el Comité observa que los autores, en 

su calidad de niños y adolescentes mayores de 12 años en el momento en que se aprobó la 

legislación citada, entraban en la categoría de personas a las que se podía aplicar esa ley. No 

obstante, observa asimismo que los autores no han proporcionado información alguna sobre 

la forma en que estas medidas de emergencia y temporales afectaron individualmente al 

disfrute de sus derechos reconocidos en la Convención5 y, por lo tanto, no han demostrado 

ningún perjuicio personal, real y significativo que justifique su condición de víctimas6. Por 

lo tanto, el Comité declara la comunicación inadmisible en virtud del artículo 5, párrafo 1, 

del Protocolo Facultativo. 

7. Por consiguiente, el Comité decide:  

 a) Que la comunicación es inadmisible en virtud del artículo 5, párrafo 1, del 

Protocolo Facultativo; 

 b) Que la presente decisión se ponga en conocimiento de los autores de la 

comunicación y, para su información, del Estado Parte. 

 

  

 4 A este respecto, véanse Comité de Derechos Humanos, Beydon y otros c. Francia 

(CCPR/C/85/D/1400/2005), párr. 4.3; Aalbersberg y otros c. los Países Bajos 

(CCPR/C/87/D/1440/2005), párr. 6.3; Brun c. Francia (CCPR/C/88/D/1453/2006), párr. 6.3; y 

Andersen c. Dinamarca (CCPR/C/99/D/1868/2009), párr. 6.4. 

 5 Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Mittendorfer v. Austria, demanda núm. 32467/22, 4 de julio 

de 2023, párr. 30. 

 6 Véase, a contrario sensu, Saachi y otros c. Turquía, párr. 9.14. 

https://docs.un.org/es/CCPR/C/85/D/1400/2005
https://docs.un.org/es/CCPR/C/87/D/1440/2005
https://docs.un.org/es/CCPR/C/88/D/1453/2006
https://docs.un.org/es/CCPR/C/99/D/1868/2009
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Anexo 

  Voto particular (disidente) de Benoit Van Keirsbilck, 
miembro del Comité 

1. Presentaron la comunicación diez niños y adolescentes mayores de 12 años que 

denuncian restricciones en su acceso a la educación, la cultura, el deporte y otras actividades 

durante la pandemia de enfermedad por coronavirus (COVID-19), debido a la normativa 

aprobada por Italia para limitar la propagación del virus.  

2. Aunque el Protocolo Facultativo no prevé la posibilidad de acciones colectivas 

(actio popularis), sí reconoce que pueden presentar las comunicaciones tanto personas como 

grupos de personas. Así se ha reconocido en otros casos, como M. L. y otros c. Georgia1. 

Esto es aplicable al presente caso, ya que todos los autores está claramente identificados.  

3. Es indiscutible que los autores no especificaron individualmente y con suficiente 

detalle en qué sentido se veían específicamente afectados sus derechos. No obstante, es bien 

sabido que la ley de lucha contra la COVID-19 preveía restricciones claras y precisas al 

acceso a los servicios, al ocio y a otras actividades, lo que vulneraba los derechos reconocidos 

por la Convención.  

4. Todos los autores están sujetos a la obligatoriedad de la enseñanza y tienen derecho a 

la educación, al ocio y al respeto de su vida privada; por lo tanto, el hecho indiscutible de que 

no pudieran asistir a la escuela, sino que solo pudieran participar en la enseñanza a distancia, 

vulneraba este derecho. Con el debido respeto, personalmente considero que la mayoría ha 

errado al considerar que los autores “no han proporcionado información alguna sobre la 

forma en que estas medidas de emergencia y temporales afectaron individualmente al disfrute 

de sus derechos reconocidos en la Convención y, por lo tanto, no han demostrado ningún 

perjuicio personal, real y significativo que justifique su condición de víctimas” (párr. 6.4 de 

la decisión del Comité).  

5. El nivel de exigencia así establecido me parece desproporcionadamente elevado, al 

menos en lo que se refiere a la enseñanza (en el caso de otras actividades, habría sido 

necesario que cada niño explicara con precisión qué actividades realizaba antes y ya no podía 

realizar después).  

6. Sabemos que el procedimiento de comunicaciones individuales puede utilizarse en el 

contexto de un litigio estratégico para promover los derechos de la infancia en general. Este 

enfoque es incluso alentado por el Comité, que ha tenido que examinar casos de este tipo o 

que, en sus dictámenes, pide a los Estados no solo que reparen las violaciones individuales 

constatadas, sino también que aborden las causas sistémicas de estas violaciones 

(modificando leyes o prácticas).  

7. Si se hubiera eliminado este obstáculo a la admisibilidad, no cabe duda de que este 

caso habría planteado otra cuestión de admisibilidad que el Comité no ha podido examinar, 

a saber, si se ha cumplido la condición del agotamiento de los recursos internos. El Estado 

Parte impugna esta cuestión, pero los autores esgrimen argumentos interesantes sobre la 

existencia de recursos y su efectividad.  

8. Por último, habría sido interesante pronunciarse sobre el fondo del asunto, para 

determinar si la injerencia en el disfrute de los derechos estaba justificada y era 

proporcionada, si la edad de 12 años se había fijado con motivos suficientes y si hubo 

discriminación por razón de la edad o en función de si la persona estaba vacunada o no.  

9. En un momento en que a menudo se cuestiona la vacunación, habría sido interesante 

que el Comité se pronunciara sobre la legitimidad de las políticas públicas que la imponen. 

    

  

 1 CRC/C/96/D/144/2021. 

https://docs.un.org/es/CRC/C/96/D/144/2021
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